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“Que pena oficial, no nos cabe un solo muchacho más; tenenos en este 
momento 40 adolescentes más de los que tenemos pactados por contrato, 
así que no le puedo autorizar el ingreso de estos tres que usted me trae” 
Trabajador Social de centro de privación de libertad para adolescentes

Resumen:
El sistema de responsabilidad penal para adolescentes en Colombia se inaugura en marzo del 
2007.  A nueve años de sus inicios, se observan aún múltiples fallas, algunas de ellas relaciona-
das con la salud mental de sus operadores, los bajos salarios para la mayoría, una ausencia de 
mediciones de las acciones realizadas, un alto nivel de reincidencia, etc.. El presente artículo 
diagnóstica y analiza elementos diagnósticos del Sistema de Responsabilidad Penal para Ado-
lescentes (SRPA), haciendo énfasis en el impacto de las labores desempeñadas sobre la psiquis 
de sus trabajadores, la cual se ve así mismo asociada a otras variable de importancia, con miras 
en los factores a mejorar.
Palabras claves: Adolescentes, jóvenes, infractores, salud mental, economía, intervención psi-
cosocial. 
__________________________________________________________________

Producto de una voluntad política trajina-
da por varios años, y tal como es de conoci-
miento público, la Ley 1098 o Código de In-
fancia y de Adolescencia promulgado el 8 de 
noviembre del 2006, sustituyó en Colombia 
progresivamente el Código del Menor (De-
creto - Ley 2737/1989), entre marzo 15 del 
2007 y diciembre 31 del 2009.

Desde el marco de una visión constructiva, 
el cambio de sistema nos hizo presumir que 
se daría una transformación de la jurisdicción 
penal para adolescentes, logrando mayores 
garantías y más recursos. También, se esperó 
que con el tiempo, como consecuencia lógi-
ca de lo anterior, se generaría una reducción 
de la reincidencia, que por cierto nunca ha 
sido evaluada a ciencia cierta en el país3. 

¿Se alcanzaron estos propósitos? ¿Se lo-
gró ser más eficaz, más eficiente?

¿Se brindó a las instituciones mejores y 
oportunas herramientas técnicas y jurídicas? 
¿Con personal con perfiles pre-establecidos y 
una preparación idónea acorde a sus funcio-
nes? ¿Se encuentran debidamente cubiertos 
los distintos servicios que requiere el siste-
ma?

Todo lo anterior, con el supremo objetivo 
de garantizar un adecuado “restablecimiento 
de los derechos” de los adolescentes judicia-
lizados en cumplimiento de sus derechos 
constitucionales y legales. 

Estos propósitos requieren de un respal-
do estructural e institucional debidamente 
acompañado de un adecuado soporte eco-
nómico. ¿Se ha contado con los recursos 
suficientes? ¿Se han mantenido en la Ley de 
Infancia y de Adolescencia los vacíos ya iden-
tificados en el desarrollo del Código del Me-
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nor norma que antecedió el abordaje de los 
jóvenes infractores?

Los reportes disponibles sobre el sistema 
se enfocan, en términos generales, en regis-
trar el flujo “de salidas y de entradas” produci-
do por las instituciones4. De esta manera, se 
contabilizan referentes tales como el número 
de jóvenes capturados, el tipo de medidas 
impuestas, la cuantía de sentenciados, etc., y 
los aspectos más relevantes de las dinámicas 
procesales conexas, tales como el número 
de audiencias desarrolladas en garantías y 
en conocimiento5, el número de apelaciones 
realizadas ante los tribunales, la frecuencia en 
la aplicación del principio de oportunidad6, el 
número de condenas por allanamientos, etc.

No obstante, el examen del sistema obliga 
considerar no tan solo sus dimensiones ritua-
listas, conceptuales y fácticas, sino también 
aquellas íntimamente relacionadas con los 
factores económicos7, los cuales condicio-
nan en determinados aspectos y situaciones 
el alcance que el modelo pueda tener en la 
práctica, por tratarse de una realidad multi-
factorial8. 

¿DESDE DONDE SE TRABAJÓ?

Las muestras que remiten a los resultados 
aquí expuestos corresponden a distintas in-
vestigaciones dirigidas y elaboradas por el 
autor con el apoyo de otros profesionales, por 
medio de las cuales se procedió a realizar las 
correspondientes revisiones del arte, entre-
vistas semi-estructuradas a funcionarios pú-
blicos y profesionales del sector justicia penal 
para adolescentes en sus áreas administrati-
vas, judiciales y ejecución de sanciones, para 
un total de 420 entrevistas, a lo largo de una 
muestra de trece de los 32 departamentos y 
distritos judiciales del territorio nacional.

Así mismo, se abordaron 1.200 jóvenes 
sentenciados, a quienes se les aplicaron en-
trevistas semi-estructuradas, con el propósi-
to de remitirnos no solamente a sus caraterís-
ticas psicosociales y familiares (cuando fuera 
a lugar), sino también a su percepión del sis-
tema, sus conocimientos frente a este, y sus 
proyecciones a futuro.

También se aplicaron igual número de 
pruebas psicotécnicas, las cuales permitieron 
medir posibles rasgos y trastornos existentes 
en los operadores del sistema, en los distintos 
sectores insititucionales que cubren el SRPA. 

Gráfico 1.- Ámbito de trabajo de los operadores 
Fuentes: Alvarez-Correa y otros. (2010, 2011, 2012, 2014, 2015). 
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Gráfico 2.- Proporción de operadores del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. 
Fuentes: Alvarez-Correa y otros. (2010, 2011, 2012, 2014, 2015). 

ALGUNOS COMENTARIOS SOBRE EL 
SISTEMA

En la práctica, independientemente del 
tipo de intervenciones psicosociales que se 
les ofrece a los adolescentes, los jueces con 
funciones de conocimiento en la jurisdicción 
de infancia y adolescencia, los jueces de fa-
milia, sancionan a los adolescentes judiciali-
zados de conformidad a su criterio personal, 
y siguiendo los mandatos que la Ley dicta, a 
saber:

“1. La naturaleza y gravedad de los hechos, 
2. La proporcionalidad e idoneidad de la san-
ción atendidas las circunstancias y gravedad 
de los hechos; las circunstancias y necesidades 
del adolescente y las necesidades de la socie-
dad, 3. La edad del adolescente, 4. La acepta-
ción de cargos por el adolescente, 5. El incum-
plimiento de los compromisos adquiridos con 
el juez, 6. El incumplimiento de las sanciones” 
(Ley 1098/2006: Art. 179).

Siempre recordando que las sanciones 
deben tener teóricamente “una finalidad pro-
tectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán 
con el apoyo de la familia y de especialistas” 
(Ley 1098/2006: Art. 178), es frecuente no 
hallar uniformidad entre el tipo y la duración 
de las sanciones impuestas ante unas mismas 
características personales, familiares y delic-
tivas de los jóvenes (Álvarez-Correa y otros. 
2009, 2010), de ahí la complejidad de la tarea.

Sobre el SRPA se han desarrollado algu-
nas evaluaciones puntuales (Álvarez-Correa y 
otros, 2008, 2009, 2010, 2011; Acuña y otros, 
2011), arrojando limitaciones y fortalezas que 
no siempre se originan en factores varios.

Las carencias de registros, en particular de 
orden cualitativo, la ausencia o divergencias 
en los procesos de sistematización y de docu-
mentación en las instituciones vinculadas al 
sistema, y las pocas evaluaciones realizadas 
en las distintas instancias comprometidas 
(judicial, administrativa, etc.), generan inne-
gables vacíos. Dicha situación replica, aun-
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que en versión mejorada, la situación que se 
vivió en la época de vigencia del Código del 
Menor. 

Los estudios y las publicaciones realizadas 
en la década del noventa por instituciones ta-
les como la Fundación FES, la UNESCO, la De-
fensora del Pueblo y la misma Procuraduría 
General de la Nación, dan cuenta de las de-
ficiencias en los análisis desde entonces y de 
la variedad en los parámetros de valoración 
conceptuales y numéricos sobre los jóvenes, 
las sanciones impuestas en términos gene-
rales, y el sistema judicial, complejizando las 
comparaciones y el desarrollo de los análisis 
transversales (FES 1994, 1995; UNICEF 1997; 
Defensoría del Pueblo 1997; Defensoría del 
Pueblo – FES – UNICEF 1995; Procuraduría 
General de la Nación 1991, 1994). 

De esta manera - a título de ejemplo - se 
observaban diferencias en datos básicos tales 
como la proporción de jóvenes sanciona-
dos a ciertas medidas (Amonestación: 18% 
(FES 1994) – 8.4% (Procuraduría General de la 
Nación 1994), y de delitos cometidos (Homi-
cidio: 2.5% (Defensoría del Pueblo 1994) – 6% 
(FES 1994), para unos mismos períodos.

Gráfico 3.- Profesiones del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes.
Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 2012, 2014, 2015). 

Si bien la creación del OSPA y del OSR-
PA9 del Instituto de Estudios del Ministerio 
Público, y del Observatorio del Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, impulsados 
respectivamente en el 2007 y en el 2012, han 
mejorado el panorama, en cuanto respec-
ta al manejo de la información, aún la tarea 
por impulsar es considerable. Aunque se está 
trabajando en esta dirección, aún no existe 
una articulación dinámica entre estos orga-
nismos en la producción de productos com-
plementarios.

Desde el desarrollo de la ejecución de las 
sanciones impuestas, cada una de las institu-
ciones contratadas por el ICBF10 siempre han 
laborado con los jóvenes remitidos de forma 
aislada de demás entidades hermanas, tanto 
en el marco local como nacional11 12. 

Las entidades escogidas por el ICBF en 
cada departamento para dar cumplimiento a 
las sentencias proferidas por los respectivos 
jueces, cuya ejecución le corresponde por 
ley13, llevan sus propios registros y evaluacio-
nes, teniendo como principal error no estar 
consolidada en un solo proceso.

    *  Trabajadores sociales, pedagogos y educadores
 **   Contadores, administradores de empresas, auxiliares administrativos.
***  Nutricionistas, terapeutas ocupacionales, médicos, psicólogos.
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Hoy día, la única medida que goza de un 
registro cuantitativo y cualitativo unificado y 
exhaustivo a lo largo del territorio, del 2007 a 
la fecha (2016), y con respaldo documental, 
es la Amonestación14, la sanción más leve 
que la norma autoriza. 

Ello ha permitido desarrollar una carac-
terización regional de los adolescentes, fa-
cilitando el ajuste de las intervenciones de 
acuerdo con las necesidades y las diferencias 
culturales e institucionales locales15, y orien-
tar los operadores judiciales sobre el perfil 
que deben tener los jóvenes remitidos a esa 
medida.

Sobre la proporción numérica de las san-
ciones impuestas desde el inicio del SRPA 
(período 2007 – 2013), por diversos motivos, 
tampoco hay claridad absoluta sobre las ci-
fras exactas; se tienen aproximaciones suje-
tas a cambio por las modificaciones de medi-
das que se presentan, registros incompletos, 
etc. 

SALUD MENTAL EN LOS 
TRABAJADORES DE LA JUSTICIA, 
UNA VARIABLE DE ALTO IMPACTO. 
¿CANTIDAD VERSUS CALIDAD?

La afectación física y emocional de los 
profesionales, tanto del área jurídica como 
psicosocial que laboran con víctimas, denun-
ciantes o con agresores (Abogados, Psicólo-
gos, Psiquiatras, Sociólogos, Antropólogo, 
Trabajadores Sociales, etc.), ha sido minimi-
zada y poco visualizada, pese al importante 
peso que contiene para la salud mental de los 
operadores y, sobre todo, su implicación en 
el desempeño laboral. 

Una evaluación desarrollada en el 2009 
con relación a los trabajadores de la justicia 
penal ordinaria, arrojó en esta población al-
tas tasas de sujetos con rasgos16 disociales17, 
esquizoide18, paranoide y compulsivos19 
(Álvarez-Correa, et al., 2009ª), ratificando con 
ello los impactos que puede generar en el su-
jeto el ejercicio de la justicia. Más allá de lo 
que las ARL20 logren implementar al respec-
to, se evidencia notorios vacíos y ausencias 

en el desarrollo de una real política pública 
en esa materia.

En aras de atender las necesidades de esta 
naturaleza que surgen en esa población, al-
gunas entidades como la Defensoría del Pue-
blo, ha avanzado en lo que se denomina “el 
cuidado del cuidador”, considerando impor-
tante que el profesional reciba la atención 
que requiera, para tolerar la cruda realidad 
de la que es testigo a diario. 

En esa línea, el Instituto de Estudios del 
Ministerio Público de la mano con el Ministe-
rio de Justicia y del Derecho, vienen desarro-
llando del 2008  a la fecha, un proyecto piloto 
relacionado con la salud mental de los ope-
radores de justicia, para la construcción una 
política pública en el sector justicia (Álvarez-
Correa y otros, 2010, 2012). 

En el proceso de medición del “agota-
miento laboral”, el término Burnout fue usado 
originalmente en los años sesenta para refe-
rirse a los efectos del abuso crónico de dro-
gas. A Freudenberger (1974), un psicoanalista 
neoyorquino (Arón y Llanos 2004), se le atri-
buye el haberlo usado por primera vez para 
aplicarlo al tema del agotamiento profesio-
nal entre los profesionales de ayuda. Luego 
Maslach (1982), es la primera que se refiere 
al término desde la psicología, y señalan que 
entre 1973 y 1983 se escribieron más de 1000 
artículos sobre este tema. 

Freudenberger (1974) define el Burnout 
como “un estado de fatiga o frustración que 
aparece como resultado de la devoción a una 
causa, a un estilo de vida o a una relación que 
no produce las recompensas esperadas”. El 
Burnout ocurre en muchas áreas profesiona-
les, especialmente en aquellas en que se tra-
baja con personas, lo que supone una fuerte 
dedicación donde poco a poco la desilusión 
reemplaza la visión idealista de la tarea em-
prendida.

El concepto surge entonces desde lo clíni-
co, y no desde lo académico, es decir, desde 
aquellos que trabajan en áreas de servicios a 
personas en que la relación con el usuario es 
central, lo que a menudo sobrecarga la ten-
sión emocional a quien entrega el servicio. La 
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mayoría de los estudios pioneros sobre este 
tema, aparecen, por lo tanto, en ocupaciones 
tales como la educación, la salud, el servicio 
social, la asistencia judicial, etc.

El desgaste profesional es cualitativa-
mente diferente si se trabaja con violencia 
(víctimas o victimarios), de ahí que el trabajo 
en estas áreas puede describirse como una 
profesión de alto riesgo, lo que implica estar 
expuesto en mayor grado a las consecuen-
cias del agotamiento, y a afectaciones en el 
interior de la familia y con el grupo social en 
general (Aarón y Llanos 2004).     

Como posible respaldo estadístico de esta 
situación, en las instituciones en donde se 
atienden a adolescentes infractores con sen-
tencia judicial (Colombia), se encontró que 
el 32% de los profesionales a quienes se les 
aplicó el Cuestionario de Maslach22 presen-
tan una franca tendencia al cansancio emo-
cional derivado de su actividad, mientras que 
el 7% reportan positivo para el Cuestionario. 

Otro elemento a tener en cuenta son las 
características emocionales de los custodios 
de estos niños, características estas que le 
deben permitir brindar contención, afecto y 
protección al jóven, y así poder conducirlo 

Gráfico 4.- Rasgos y trastornos en el marco de los operadores de la Justicia penal (Según IPDE21). 
Fuente: Álvarez-Correa y otros. (2009a).

por el proceso de desarrollo que le llevará a 
la integración social en condiciones de dig-
nidad. 

 
Gráfico 5.- Comportamiento del cansancio 

emocional secundario al ejercicio profesional 
del área psicosocial en instituciones que 

atienden adolescentes infractores de la Ley penal 
sentenciados en Colombia. 

Fuente: Álvarez-Correa y otros. (2009b).

Tras la aplicación del SCL-90, un instru-
mento diseñado para hacer tamizaje de tras-
tornos mentales, el 11% de los profesionales 
entrevistados francamente reportan una pa-
tología mental, mientras que el 15% reflejan 
morbilidad psiquiatrica menor. 
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Aquí vale la pena aclarar que se presen-
tan factores que producen alteraciones en la 
capacidad de interrelacionarse con el medio; 
estas imponen ciertas limitaciones para tole-
rar situaciones estresantes y reducen la capa-
cidad de integración emocional con el medio 
que le circunda23. 

Respecto a algunas de las carcterísticas de 
funcionamiento personal, y específicamente 
lo relacionado con los rasgos de personaliad, 
se evidencia una franca tendencia a presen-
tar formas rígidas de funcionamiento perso-
nal; así se encontró que el 60.2% de los profe-
sionales presentan funcionamiento obsesivo 
compulsivo24 y 45,6% funcionamiento esqui-
zoide25, características estas incompatibles 
con la tarea asignada a los sujetos encarga-
dos de atender a los adolescentes infratores.

Gráfico 6.- Distribución de categorías SCL-90 
en profesionales de equipos psicosociales de 

instituciones de reeducación. 
Fuente: Álvarez-Correa y otros (2009b). 

DESDE LA PRÁCTICA, EL CASO DEL 
SRPA

Si bien los Centros de Atención para las 
Víctimas de Abuso Sexual se movilizan en la 
jurisdicción penal ordinaria, remiten al mis-
mo ámbito de la justicia, y tienen entre sus 
usuarios un gran número de niños y jóvenes. 
En ese caso, 78.56% de los operadores mani-
festaron manejar altos niveles de estrés (en-
tre 7 y 10 de una escala de 10).

Los motivos del estrés observados se cen-
tran en 10 factores, entre los cuales son de 
resaltar la alta carga laboral (35.46%), el ele-
vado nivel de responsabilidad (12.76%) (in-
suficiente personal), y tan un solo un 7.09% 
atinente a la “falta de recursos”. 

La evaluación de esta última variable re-
sulta diametralmente diferente a lo hallado 
en el marco del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes donde un 88.24% 
de sus operadores manifiesta la insuficiencia 
de recursos para cumplir con las metas im-
partidas.

Gráfico 7.- Nivel de estrés reportado por los operadores judiciales CAIVAS26.
Fuente: Álvarez-Correa y otros (2012).
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Tabla 1.- Motivo de estrés vivido en Centros de Atención 
para Víctimas de Abuso Sexual. Fuente: Álvarez-Correa y 
otros (2012).

Categorías %
Carga laboral alta	 35.46

Problemática de los usuarios 14.89

Nivel de responsabilidad 12.76

Juicios 12.05

Falta de recursos 7.09

Vencimiento de términos 7.09
Falta de comunicación interinstitu-
cional 2.83

Falta de personal 1.41

Espacios inadecuados 1.41

Nada me genera estrés 0.70

Amenazas 0.70

El 68.5% de los trabajadores del SRPA ubi-
caron sus respectivas puntuaciones de estrés 
laboral entre 7 y 10, lo cual si bien resultó 20 
puntos por debajo de los trabajadores del 
CAIVAS, conforma aún una medición muy 
elevada, aunque no siempre con las mismas 
motivaciones, donde el 39% de sus integran-
tes trabajan entre 10 y 15 horas diarias y 54% 

Gráfico 8.- Autoconcepto del nivel de estrés.  Álvarez-Correa y otros (2014).

lo hacen más de 8 horas, aspecto que laboral-
mente nunca les son reconocido

De la observación directa se concluye que 
las cargas resultan a menudo desiguales de 
una institución a otra, y de un distrito judi-
cial a otro. Así como se encuentran jueces 
de garantía que pueden llegar a tener hasta 
máximo tres audiencias en una semana, hay 
defensores de familia que antes de las ocho 
de la noche de lunes a sábado no salen a des-
cansar. 

Desde esta perspectiva, el volumen y la 
naturaleza de las labores encomendadas 
afectan la salud mental de los operadores, y 
por ende la calidad de los productos... 

“Desde que llegó la nueva directora, 
han trasladado tres de los cinco fiscales 
que atendemos el SRPA en el departa-
mento hacia otras unidades de fiscalía, 
así que a mí me toca viajar constante-
mente de un municipio a otro y no me 
alcanza el tiempo; tengo represado más 
de 300 procesos sin mover, nunca veo a 
mi familia, y se pierden muchas quejas 
porque no se alcanzan atender“ 

(fiscal seccional de Infancia y Adoles-
cencia, 2013).
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Tabla 2.-  Motivos de estrés que le genera su trabajo en el SRPA. Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 2012, 2014, 
2015).

N° Categoría Sub- categoría Descriptores Total % 
respuestas

1 Varios jefes.   2.13

2 Excesiva carga administrativa. Informes, formatos, estadísticas, etc. 2.13

3

Número excesivo 
de funciones y 
tiempo de dedica-
ción.

Tiempo insuficien-
te para trabajar 
con el joven.

Falta de personal; tiempo insuficiente 
para cumplir con las labores encomen-
dadas.

44.68

4 El trabajo con los 
jóvenes.

Varía el estrés 
según el tipo de 
joven.

Depende del estado de ánimo de los 
jóvenes; en ocasiones las familias no 
participan del proceso de los jóvenes.

6.38

5 Sentimiento de impotencia y abandono.
No poder ejecutar las labores enco-
mendadas; abandono por parte de las 
instituciones del sistema.

10.64

6 Baja remuneración.   12.77

7 Temor al traslado.   4.26

8 Poco reconocimiento al trabajo.   2.13

9 Ambiente laboral tenso.   2.13

10 Espacio físico de trabajo. El espacio de trabajo no es adecuado. 2.13

11 No hay atención idónea en salud.
Los oficios contemplados dentro del 
SRPA no se encuentran contabilizados 
dentro de los riesgos profesionales.

2.13

12 Falta de Recursos. Faltan recursos para poder asumir las 
obligaciones. 8.51

TOTAL 100

Para otros el problema es distinto… “No-
sotros queremos hacer las cosas, pero hay se-
manas que nos llega solamente una audiencia 
por hacer, ¡Imagínese!” (Juez de Garantía de 
Infancia y Adolescencia), o “el represamiento 
es tal que en ocasiones no podemos cumplir 
con los términos de ley por el volumen de casos 
que nos llega” (Juez de Garantía de Infancia y 
Adolescencia), y también, “aquí recibimos so-
brecupo todo el tiempo con las implicaciones 
que ello implica para la calidad de la atención 

a los jóvenes” (ONG encargada de la ejecución 
Libertad Vigilada 2013).

De tal manera que los motivos de estrés 
entre los trabajadores del SRPA, judiciales y 
no judiciales, se relacionan en gran parte con 
el número excesivo de funciones y con el 
tiempo de dedicación de los trabajado-
res (44.68%), el cual se ve articulado con los 
sentimientos de impotencia y abandono 
(10.64%) que generan las condiciones labora-
les, en ciertos casos claramente desfavorable.
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Gráfico 9.- Horas promedio de los operadores. Fuente: Álvarez-Correa y otros (2014).

N° Categoría Descriptores
Total 

respuestas 
(%)

1
La remuneración no es 
acorde a la exigencia 
laboral.

Complejidades de la población que se atiende, respon-
sabilidad; carga administrativa; ausencia de suministros 
para cumplir con la labor; demora en los pagos; desigual-
dad en salarios entre los responsables del sistema.

74

2 Si es acorde a la remu-
neración.

Aunque se hace énfasis en el deseo de una remuneración 
más alta. 26

Total 100

Tabla 3.- Relación remuneración y exigencia laboral. Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 2012, 2014, 2015).

A ello se le suma el descontento por la 
baja remuneración (12.77%), la que ana-
lizada de manera independiente de demás 
factores expuestos, cobra un papel deter-
minante al visibilizarse que para el 74% del 
personal del SRPA, sus estipendios no corres-
ponden a las exigencias del oficio y/o a sus 
expectativas. 

En aras de profundizar en esa área, el 
cálculo comparativo que se realizó con el 
sector hermano de Chile – arrojó desniveles 
de ingresos preocupantes que no premian 
la “especialidad”, es decir que no brindan un 
ingreso estimulante para quienes deberían 
teóricamente ser experto en la materia, y que 
por lo general no lo son. 

Al realizar una comparación de los datos 
anteriores con los salarios percibidos por uni-
formados con grados similares en Chile27, se 
observa que un Teniente Coronel de la Policía 
en Chile, dentro de la escala del salario míni-
mo mensual legalmente vigente en ese país, 
obtuvo 13.52 salarios mínimos mensuales le-
galmente vigentes (smmlv) para el año 2011, 
mientras que en Colombia fueron de 4.62; 
esta brecha disminuye mientras se reduce li-
geramente el grado de los uniformados.

En el caso del promedio salarial de los 
suboficiales, en el año 2011 los chilenos per-
cibieron 2.70 smmlv (en promedio) por mes 
más que sus equivalentes colombianos, y en 
2012 esta diferencia fue de 2.66. 
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Tabla 4.- Comparación salarial entre las instituciones policiales de infancia y adolescencia de Chile y Colombia en smmlv, 
de 2011 y 201229. Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 2012, 2014, 2015).

Categorías de 
Análisis

Año 2011 Año 2012

Año 2011  
Colombia

Año 2011  
Chile

Año 2012  
Colombia

Año 2012  
Chile

Monto del salario 
mensual más alto

4.62 (Teniente 
Coronel)

13.52 (Tenien-
te Coronel)

4.58 (Teniente 
Coronel)

13.2 (Tenien-
te Coronel)

Monto del salario 
mensual más bajo 

1.23 (Agente con 
menos de 5 años 
de servicio)

2.51 (Carabi-
nero)

1.22 (Agente con 
menos de 5 años 
de servicio)

2.7 (Carabi-
nero)

Salario promedio 
mensual Oficiales 3.21 8.75 3.18 8.6

Salario promedio 
mensual Sub-
Oficiales 

2.05 5.53 2.03 5.4

Es de reportar que los Carabineros perci-
ben un salario mensual promedio más alto 
que el salario promedio que reciben los ciu-
dadanos chilenos. En el caso de la Policía de 

Infancia y Adolescencia colombiana, los sala-
rios son más cercanos al salario mínimo men-
sual percibido, y la brecha salarial interna es 
menor que en el caso chileno28.

Por las características mencionadas, la Big 
Mac puede tomarse como una canasta de 
bienes representativos, lo cual permite uti-

lizarla como parámetro de comparación del 
poder adquisitivo de los ingresos, tanto en 
Colombia como en Chile. 

Tabla 5.- Comparación del poder adquisitivo de las instituciones policiales de infancia y adolescencia de Chile y 
Colombia (número de hamburguesas Big Mac que se podrían comprar). Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 
2012, 2014, 2015).

Categorías de análisis
Año 2011 Año 2012
Colombia Chile Colombia Chile

N°de Big Mac que podría comprar 
mensualmente el uniformado con el 
grado más alto

294.58 
(Teniente 
Coronel)

1256.99 
(Teniente 
Coronel)

308.99 
(Teniente 
Coronel)

1171.90 
(Teniente 
Coronel)

N°de Big Mac que podría comprar 
mensualmente el uniformado con el 
grado más bajo

78.43 (Agente 
< 5 años de 
servicio)

233.36 
(Carabi-
nero)

82.31 (Agen-
te < 5 años 
de servicio)

239.71 (Ca-
rabinero)

N°de Big Mac que podrían en pro-
medio comprar mensualmente los 
Oficiales 204.68 813.60 214.54 765.40

N° de Big Mac que podrían en pro-
medio comprar mensualmente los 
Sub-Oficiales 130.71 513.98 136.95 479.2
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Los datos suministrados por el índice Big 
Mac permiten entonces corroborar que, tan-
to para el año 2011 como para el 2012, el po-
der adquisitivo de los uniformados en Chile 
es mayor que en Colombia dentro de todos 
los grados de ambas instituciones. 

Ello significa que los uniformados en Chile 
además de tener un salario más alto en térmi-
nos del número de SMMLV, pueden adquirir 
una mayor cantidad bienes y de servicios que 
los uniformados en Colombia. 

A título de ejemplo, por cada hamburgue-
sa que hubiera comprado un Teniente Coro-
nel en Colombia con su salario mensual en 
el año 2011, un uniformado en Chile con el 
mismo grado hubiera podido comprar 4.27 
hamburguesas Big Mac, y en el año 2012 hu-
biera podido comprar 3.79. 

¿DE QUÉ HABLAMOS?

Al implementarse los mandatos del códi-
go de infancia y adolescencia, las creaciones 
de figuras antes inexistentes30, de nuevas 
sanciones, de nuevos cargos todos transver-
salmente afectadas por nuevos principios, se 
dieron rotaciones, cambios y vinculación de 
un nuevo personal. 

Las pesquisas realizadas sobre ese parti-
cular apuntan a que la presencia de funcio-
narios así como de contratistas, de cualquiera 
de las instancias del sistema, con experiencia 
adquirida en el trabajo con adolescente bajo 
el amparo del Código del Menor, es hoy día 
minoritaria con menos de 46% de participan-
tes. 

A priori, esta evolución no tiene porque vi-
sualizarse forzosamente con visos negativos; 
no obstante, preocupa observar que el nivel 
de capacitación brindado del 2007 a la fecha 
en todas las entidades del sistema, ha sido 
limitado en las distintas instancias, por no 
decir ausente en muchos casos, conllevando 
los interesados en informarse por sus propios 
medios. 

Para el 2009 (Álvarez-Correa y otros, 
2009), la Policía Nacional era la entidad con 
mayor actividad de capacitación, condición 
que se mantiene a la par en el 2013 con la 
Fiscalía General de la Nación, no obstante 
con las limitaciones ya mencionada. 

Es de recalcar que en ambas situaciones, 
no se alcanza cumplir con un nivel aceptable 
de capacitación frente a las exigencias del 
sistema, carenciendo adicionalmente de 
una evaluación de los contenidos impar-

Gráfico 10.- Proporción de funcionarios y su relación capacitación-finciones. Fuente: Álvarez-Correa y 
otros (2014).
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Tabla 6.- Acciones para responder a las necesidades de formación. Fuentes: Alvarez-Correa y otros (2010, 2011, 2012,  
2014, 2015).

N° Categoría Descriptores Total de respuestas (%)

1 Reuniones de trabajo 
internas.

Se reúnen para trabajar en las temáticas de 
estudio y para aportar al modelo. 28.57

2 Evaluaciones de desem-
peño.

-
9.52

3 Replicar las capacita-
ciones.

Una persona de la institución se capacita ya 
sea por cuenta propia o por medio de alguna 
institución y capacita a las otras personas de su 
institución.

4.76

4
Desarrollo de capaci-
taciones con recursos 
propios.

- 57.14

TOTAL 100

tidos y de sus impactos. El promedio de 
personal que no recibió entrenamiento 
especializado de ninguna naturaleza en el 
período 2007 – 2011  (cursos, conferencias, 
diplomados, seminarios31) es del orden de 
61.3% del total, con variaciones puntuales 
de acuerdo con la institución.

En volumen, a la fecha los procuradores 
judiciales de familia, son quienes mayor 

formación promedio recibieron, al haber 
asistido un 50% de sus integrantes a un di-
plomado sobre la materia; y si bien, en térmi-
nos generales, el 25% de los operadores de-
mostraron tener en su haber un postgrado 
(especialización, maestría), tan solo en el 
41% refiere estar relacionado con el SRPA  
(Álvarez-Correa y otros, 2014).  

El 48% de los operadores tienen una edad 
comprendida entre los 18 y los 34 años, con 
una participación que se dobló en el trans-
curso del período 2010 - 2013. En cambio, se 
presenta un decrecimiento paulatino en la 
participación de aquellos que se encuentran 
entre los 35 y los 64 años, en parte originado 
en el retiro pensional de sus más antiguos 
trabajadores. 

¿EL SISTEMA FUNCIONA?

Aunque sin entrar a realizar un balance 
exhaustivo en ese espacio, por no ser aquí 
nuestro propósito, ¿cuáles han sido las forta-
lezas y las debilidades más relevantes que 
se identificaron? Algunas, ofrecen una faceta 
positiva del proceso, aunque suelen conlle-
var así mismo en sí, una contraparte negativa 
por la baja incidencia que puedan arrojar en 
ciertas oportunidades. A saber:

-	 Principio de igualdad y garantía de de-
rechos (19.8%) (en el marco del proceso 
judicial y en la intervención directa con los 
adolescentes). Si consideramos que estos 
dos aspectos se encuentran entre los ele-
mentos centrales buscados por el Código 
de Infancia y de Adolescencia, si bien se 
aplaude que cerca de un 20% de los ope-
radores consideran que se está cumplien-
do con los propósitos propuestos, hay un 
80.2% que no lo ve de esta manera, y que 
no se puede desconocer. 

-	 Trabajo interdisciplinario e interinsti-
tucional (15.84%). Si bien no se presenta 
sistemáticamente descoordinación entre 
partes en el desarrollo de la operatividad 
del SRPA, el apoyo entre entidades o de-
pendencias de unas mismas instituciones, 
dentro del sistema para el bienestar del 
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adolescente, a menudo no corresponde 
siempre a lo esperado. 

-	 La ejecución de los programas del ICBF 
y la aplicación del modelo pedagógico 
del sistema son adecuadas (24.75%). 
Manifestar que los programas ICBF son 
exitosos en el marco del SRPA, significa 
que han tenido un impacto favorable so-
bre los adolescentes, es decir que estos 
no han reincidido en el delito y que se 
encarrilaron en un proyecto de vida satis-
factorio para ellos, y no perjudicial para la 
sociedad. 

	 Sería de gran interés disponer de una eva-
luación exhaustiva sobre esa materia en 
aras de estar en condiciones de estar en 
capacidad de aplicar los correctivos perti-
nentes. ¿Existe tal documento?  

-	 Preparación y capacitación adecuada 
del personal (13.86%). La presente nota 
confirma lo conversado en ítem anterior, 
donde se exponía la insuficiente capacita-
ción que se le ha brindado a los operado-
res del SRPA; conforma un factor a tener 
en cuenta en el proceso de medición de 
la calidad del servicio; lo anterior dejar de 
reconocer la presencia de operadores con 
experiencia y amplios conocimientos.

-	 Cobertura y recursos suficientes (bue-
na infraestructura) (6.93%). Claramen-
te insuficiente; más que una fortaleza se 
convierte, tal como lo referíamos anterior-
mente, como una debilidad por corregir.

-	 La ausencia de incentivos para la forma-
ción de los jóvenes (26.28%), variable que 
se subdivide en tres aspectos (errores en 
los procesos de intervención (10.22%); no 
se garantizan los derechos de los jóve-
nes (7.3%); ausencia y/o insuficiencia de 
programas para desintoxicación de SPA 
(8.76%). 

-	 Dificultades relacionadas con el perso-
nal (17.52%) en las distintas instancias y 
niveles del sistema que contemplan insu-
ficiente policía judicial, defensores de fa-
milia con sobrecarga laboral, etc.

-	 Deficiencias de las instituciones 
(16.06%). Si bien la creación de los comi-
tés locales del SRPA han aportado al pro-
ceso, al análisis de necesidades puntuales 
y a la comunicación interinstitucional, ello 
no ha permitido subsanar las limitaciones 
internas de cada entidad. Entre estas pue-
den referirse, según la ciudad, la zona o la 
institución, aquellos atinentes a los mo-
delos que se aplican en el trabajo con los 
jóvenes, la dificultad con los cupos, etc. 

-	 La falta de recursos financieros 
(17.52%). Aunque no se ve aquí dimen-
sionada en su real proporción por re-
ferirse a una pregunta multifactorial, 
vuelve a visualizarse las deficiencias en las 
infraestructuras y en el personal ya men-
cionadas.

-	 La insuficiencia de recursos relacionada 
con la atención a los jóvenes (41.18%) 
(Pago de nómina; sobrecupo de jóvenes; 
recursos insuficientes para alimentación, 
etc.).

-	 Las debilidades de los centros de inter-
namiento (10.29%).

-	 Personal insuficiente (10.29%) (Faltan 
defensores de familia; policía con perso-
nal no capacitado; una alta carga adminis-
trativa).

El fin último del SRPA debería ser lograr 
la no reincidencia y la resocialización de los 
adolescentes. De no apuntar los esfuerzos de 
forma articulada y unificada en ese sentido, el 
sistema pierde su razón de ser y se convierte 
en una dinámica mecanizada del “déja-vu”.
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tunidad a los jóvenes a quienes se les com-
prueba su vinculación a algún grupo armado 
irregular (Ley 1098/2006: Art. 175). La jurisdic-
ción contempla los adolescentes que deliquie-
ron cuando tenían una edad comprendida en-
tre los 14 y los 18 años.

-	 7	 Para realizar un diagnóstico sobre los ni-
veles salariales percibidos por los funcionarios 
y empleados que hacen parte del SRPA, fue 
necesario llevar a cabo una recopilación de 
información con respecto a los salarios perci-
bidos. Ello se hizo en el período comprendido 
entre enero 2005 y diciembre 2011, acudiendo 
en ciertos casos a datos del 2012. 

-	 Los salarios de los funcionarios se visibiliza-
ron en términos promediados, porcentuales 
y en unidades de salarios mínimos, en tanto 
que el salario bruto de un funcionario no es 
per se relevante para un diagnóstico general 
del sistema, ya que un caso particular puede 
no representar las tendencias del modelo. En 
aras de darle mayor validez al proceso, se llevó 
una comparación con el equivalente chileno, 
tomando como institución muestra la Policiía 
de Infancia y Adolescencia.

-	 Para realizar una comparación robusta sobre 
este aspecto del ingreso en Chile y en Colom-
bia, se escogió el índice Big Mac, por cuanto 
la hamburguesa Big Mac de McDonald´s se 
vende alrededor del mundo con los mismos 
estándares en todos los países, empleando los 
mismos ingredientes para su preparación. De 
este modo, el precio de una Big Mac incorpora 
una porción significativa de los costos donde 
se vende, tales como la renta del restaurante, 
la mano de obra, la energía eléctrica y el gas, 
las materias primas, tanto nacionales como 
de importación, y la tasa de ganancia de las 
distintas actividades comerciales, entre otros 
insumos. Desde un marco práctico consiste en 
contar el número de hamburguesas Big Mac 
que se pueden comprar con una remunera-
ción específica, estableciendo las respectivas 
mediciones para los años 2011 y 2012 con re-
lación al poder adquisitivo de los niveles sala-
riales de la Policía de Infancia y Adolescencia 
de Colombia y de los Carabineros de Chile. A 
2016, se mantienen las mismas proporciones.

-	 8	 La presencia o ausencia de mayores re-
cursos no siempre son sistemáticamente sinó-
nimos de eficiencia y/o de calidad.

NOTAS
-	 1	 Antropólogo con estudios en Derecho 

de la Universidad de los Andes; Minor`s en 
Economía y Derecho de la Universidad de los 
Andes, Especialización en Derecho de Meno-
res de la Universidad Externado de Colombia, 
Maestría en Psicología de la IAU, formación 
en Policía Judicial, perito forense en materia 
sexual. Actualmente Coordinador del Ob-
servatorio de Sistema Penal Acusatorio y del 
Sistema de Responsabilidad Penal para Ado-
lescentes (OSPA y OSRPA) del Instituto de Estu-
dios del Ministerio Público de la Procuraduría 
General de la Nación. Ha publicado cuarenta y 
dos libros sobre temáticas de infancia, justicia 
en equidad, sistema penal acusatorio, sistema 
de responsabilidad para adolescentes, delitos 
sexuales, consumo de sustancias psicoactivas, 
tribus urbanas y conflicto armado, entre otros, 
y cuarenta y uno artículos. Docente universita-
rio y conferencista.

-	 2	 El presente artículo toma información 
de distintas investigaciones desarrolladas bajo 
la coordinación del autor con el aporte, en los 
investigadores Daniel Bocanegra B. (Psicólo-
go), Frank E. Pulgarín V. (Economista), Roberto 
Oñoro M. (Trabajador Social) , e información 
inédita. 

-	 3	 Consideramos que el cálculo de la rein-
cidencia debe incluir sus dimensiones objetiva 
y subjetiva, donde la primera alude al número 
de capturas de un mismo sujeto por distintos 
delitos, y la segunda a la comisión reiterativa 
de delitos por unos mismos sujetos sin que 
lleguen a ser judicializados. Bajo este filtro, se 
evaluó que la reincidencia adolescente oscila-
ba en Colombia entre un 25% y un 70%, según 
la región y el delito (Álvarez-Correa M., et al., 
2008). 

-	 4	 Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar (ICBF), Defensoría del Pueblo, Consejo 
Superior de la Judicatura, Fiscalía General de 
la Nación, Procuraduría General de la Nación, 
Policía Nacional.

-	 5	 Al igual que en el sistema penal acu-
satorio (jurisdicción ordinaria), se establecen 
dos instancias procesales, garantía y conoci-
miento, que buscan brindar mayores garantías 
a quienes son procesados por presuntos actos 
cometidos.

-	 6	 En el marco de la jurisdicción de adoles-
centes, se suele aplicar el principio de opor-



100

-	 9	 Observatorio del Sistema Penal Acusa-
torio y del Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes.

-	 10	 Instituto Colombioano de Bienestar Fa-
miliar responsable de la atención psicosocial 
de los niños, niñas y adolescentes del sistema, 
y de la ejecución de cuatro de las seis sancio-
nes que permite el sistema.

-	 11	 La ejecución de las sanciones de Liber-
tad Vigilada, Prestación de Servicio a la Comu-
nidad, Semi-cerrado, Privación Preventiva de 
la Libertad (condición transitoria extensible a 
máximo cinco meses) y Privación de la Liber-
tad, le corresponde al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar; el Concejo Superior de la 
Judicatura cumple con las Reglas de Conducta 
y el Instituto de Estudios del Ministerio Público 
responde por la Amonestación, sumando de 
esta manera seis medidas que ofrece el Códi-
go. El ICBF contrata la ejecución de las sancio-
nes bajo su responsabilidad a Organizaciones 
No Gubernamentales.

-	 12	 En las dos jurisdicciones que se han 
desarrollada en el transcurso de los últimos 
22 años (Ley de Infancia y Código del Menor), 
nunca se desarrolló una medición de impacto 
exhasutiva de las labores judiciales, así como 
del alcance de las intervenciones puntuales 
que se implementa con los adolescentes. 

-	 13	 Libertad Vigilada, Prestación de servicio 
a la comunidad, Medio semi-cerrado, Priva-
ción de la libertad.

-	 14	 En tiempo del Código del Menor, la 
Amonestación representaba un regaño verbal 
del juez al joven; en la jurisdicción del Código 
de Infancia, se habla de un curso de derechos 
humanos y de convivencia ciudadana, el cual 
conlleva un mayor nivel de compromiso del 
joven, y la obligación de movilizar por parte 
de la entidad responsable, un mayor recurso 
humano y logístico.

-	 15	 Las realidades delictivas adolescentes 
regionales varían en esencia (dinámica y na-
turaleza del delito) y en frecuencia (incidencia 
porcentual de los delitos), de acuerdo al con-
texto y al territorio. A título de ejemplo, en ciu-
dades fronteras tales como Cúcuta o Leticia, se 
evidencia un flujo de jóvenes que se movilizan 
de un país a otro (Venezuela, Perú, Brasil) con 
intereses y características particulares propias 
de la región (vinculados al comercio, al tráfico, 
a la fabricación o consumo de sustancias psi-

coactivas, población indígena, población afro, 
etc.).  

-	 16	 Elemento característico de la persona-
lidad relativamente estable. El individuo se 
enfrenta a conflictos emocionales y amenazas 
de origen interno o externo, inventando sus 
propias explicaciones, tranquilizadoras pero 
incorrectas, para encubrir las verdaderas mo-
tivaciones que rigen sus pensamientos, accio-
nes o sentimientos.

-	 17	 El trastorno disocial se refiere a la pre-
sencia recurrente de conductas distorsiona-
das, destructivas y de carácter negativo, ade-
más de transgresoras de las normas sociales, 
en el comportamiento del individuo; el rasgo 
conforma una categoría anterior en la cual se 
anuncian tendencias susceptibles de confir-
marse posteriormente de ser ascendiendo la 
tendencia.

-	 18	 Persona que experimenta desapego y 
desinterés ante los demás.

-	 19	 Preocupación permanente por el orden, 
el control y otros aspectos.

-	 20	 Administradores de Riesgos Laborales.

-	 21	 El International Personality Disorder 
Examination (IPDE) es una batería de instru-
mentos utilizados para identificar rasgos y 
conductas significativos para la evaluación de 
los criterios diagnósticos de los distintos tras-
tornos de la personalidad según las clasifica-
ciones DSM-IV y/o CIE-10. El IEMP ha utilizado 
El Cuestionario Breve de Evaluación del IPDE, 
que es un instrumento auto aplicado, con ob-
jetivos de tamizaje y que sirve para hacer eva-
luaciones más complejas mediante la entre-
vista estructurada en función de los criterios 
diagnósticos (Álvaro-Brun, Vegue - González 
2008); el instrumento fue ajustado a la reali-
dad colombiana.

-	 22	 Se trata de un cuestionario auto - ad-
ministrado, constituido por 22 ítems en forma 
de afirmaciones, sobre los sentimientos y acti-
tudes del profesional en su trabajo y hacia las 
personas a quienes presta sus servicios.

-	 23	 Esto se presenta en mayor o menor gra-
do acorde con el tipo específico de trastorno. 

-	 24	 En esta forma de funcionamiento se evi-
dencian dos elementos: la obsesión, que co-
rresponde a la presencia de una idea que con 
tenaz persistencia asalta la mente, y la compul-
sión que corresponde a un acto y/o comporta-
miento ejecutado en respuesta a la obsesión. 
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Ejemplo típico de ello es la persona que está 
obsesionada con la idea de que el mundo que 
le rodea está sucio, en respuesta termina por 
limpiar de manera exagerada todas las cosas. 
Para este caso el sujeto está obsesionado con 
la suciedad, no con la limpieza, en respuesta 
a ello limpia de manera constante, siendo el 
acto de limpiar de manera repetitiva y exage-
rada la compulsión que surge como respuesta 
de la obsesión. Es poco probable que alguien 
con este tipo de funcionamiento sea capaz de 
contener, acoger y dirigir las difíciles emocio-
nes propias del joven transgresor de la Ley 
penal. 

-	 25	 El comportamiento esquizoide se carac-
teriza por una franca tendencia al aislamiento 
dada la dificultad para generar vínculos emo-
cionales. Esta característica también resulta 
totalmente incompatible con la tarea de la 
reeducación. 

-	 26	 Centros de Atención para Víctimas de 
Abuso Sexual.

-	 27	 El salario que se menciona para los ran-
gos de los Carabineros de Chile, es un salario 
aproximado calculado con base en los datos 
de remuneraciones que se encuentran en la 
página de Internet de Gobierno Transparente 
de Chile (www.gobiernotransparentechile.cl), 
esto debido que varios uniformados con el 
mismo rango pueden tener salarios distintos, 
dependiendo del lugar donde trabajan, las 
especializaciones y estudios realizados, entre 
otros. 

-	 28	 73.36% para ambos años del período 
analizado, mientras que en el caso de los Ca-
rabineros de Chile corresponde al 81.41% para 
el 2011 y al 79.89% para el año 2012.

-	 29	 Las unidades se encuentran estipuladas 
en el número de salarios mínimos mensuales 
legalmente vigentes percibidos por los uni-
formados en Colombia y en Chile, en pesos 
colombianos y en pesos chilenos respectiva-
mente. El salario mínimo en Colombia durante 
el año 2011 fue de $535.600, mientras que en 
el año 2012 correspondió a $566.700 (am-
bos salarios en pesos colombianos). Por otra 
parte, el salario mínimo en Chile para el año 
2011fue de $172.000 y para el año 2012 fue de 
$182.000 (las dos remuneraciones se encuen-
tran en pesos chilenos). 

-	 30	 En las cabezas de circuitos, se pasó de 
tener un juez de menores a tener dos jueces 
de infancia y adolescencia, uno en garantía 

y otro en conocimiento. Cada uno de estos 
debería en principio estar respaldado por un 
defensor de familia y su equipo psicosocial 
adscritos al Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar (Psicólogo, Trabajador Social y 
Nutricionista), donde había antiguamente tan 
solo uno. Aunque es cierto que no siempre 
los equipos resultan completos, de cualquier 
modo se ha generado un incremento en el 
gasto público.

-	 Así mismo, bajo el régimen del decreto 
2737/1989, la Fiscalía General de la Nación no 
tenía ninguna participación, de ahí que su pre-
sencia en el desarrollo del Código de Infancia 
en las dos instancias creadas (garantía y cono-
cimiento) conllevó forzosamente una mayor 
inyección de recursos.

-	 Finalmente, el Ministerio Público con una in-
tervención nominal en el Código del Menor, 
ha hecho una presencia claramente más sus-
tanciosa en la nueva legislación por medio de 
los personeros y de los procuradores judiciales 
para los derechos de la infancia, la adolescen-
cia y la familia. 

-	 31	 La escala empleada en las categorías del 
tiempo correspondiente a las capacitaciones 
recibidas por los profesionales relacionados 
con el SRPA se definen de la siguiente manera: 
Ninguna: Ninguna; Conferencias: 8 horas; Se-
minarios: entre 8 y 48 horas; Cursos: entre 49 y 
100 horas; Diplomados: entre 100 y 129 horas; 
Cursos especializados: más de 130 horas. 




